PROYECTO DE LEY No.

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ADICIONA EL PARÁGRAFO UNICO AL  ARTÍCULO 61  DEL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO Y EL INCISO SEGUNDO AL ARTÍCULO  68A  DEL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO Y A LA VEZ MODIFICA LA LEY 1142 DE 2007 ARTÍCULO 32”
El Congreso de Colombia

Decreta

ARTÍCULO PRIMERO.-
Adiciónese el PARÁGRAFO AL ARTÍCULO 61 DEL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO, el cual quedará de la siguiente forma:  “ARTICULO 61. FUNDAMENTOS PARA LA INDIVIDUALIZACION DE LA PENA. Efectuado el procedimiento anterior, el sentenciador dividirá el ámbito punitivo de movilidad previsto en la ley en cuartos: uno mínimo, dos medios y uno máximo. 

El sentenciador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de atenuación punitiva, dentro de los cuartos medios cuando concurran circunstancias de atenuación y de agravación punitiva, y dentro del cuarto máximo cuando únicamente concurran circunstancias de agravación punitiva. 

Establecido el cuarto o cuartos dentro del que deberá determinarse la pena, el sentenciador la impondrá ponderando los siguientes aspectos: la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo, la preterintención o la culpa concurrentes, la necesidad de pena y la función que ella ha de cumplir en el caso concreto. 

Además de los fundamentos señalados en el inciso anterior, para efectos de la determinación de la pena, en la tentativa se tendrá en cuenta el mayor o menor grado de aproximación al momento consumativo y en la complicidad el mayor o menor grado de eficacia de la contribución o ayuda. 

El sistema de cuartos no se aplicará en aquellos eventos en los cuales se han llevado a cabo preacuerdos o negociaciones entre la Fiscalía y la defensa.

PARÁGRAFO.-
No se tendrán en cuenta las circunstancias atenuantes para efectos de beneficios en la individualización de la pena de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 165, 168, 169, 205, 206, 207, 208, 209 y 210 del Código Penal Colombiano.”
ARTÍCULO SEGUNDO.  Adiciónese el INCISO SEGUNDO AL ARTÍCULO 68ª, que a la vez adiciona el artículo 32 de la Ley 1142 de 2007, el cual quedará de la siguiente forma:  “ARTÍCULO 68A. EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS.  No se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores.

No se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, ni los beneficios por colaboración regulados por la ley, de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 165, 168, 169, 205, 206, 207, 208, 209 y 210 del Código Penal Colombiano.”
ARTÍCULO TERCERO.  VIGENCIA Y DEROGATORIAS.  La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

CAMILO SÁNCHEZ ORTEGA

SENADOR DE LA REPÚBLICA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Delitos atroces como el del secuestro, el acceso carnal violento en niños, adolescentes y adultos, al igual que los actos sexuales en menores de 14 años o en incapaces de resistir,  han tomado unas dimensiones sin precedentes en un país donde la violencia y la vulneración de los derechos humanos son el pan de cada día.  Las ciudades y las zonas rurales se ven diariamente infestadas por los autores de estos delitos que no temen al castigo del Estado, o porque nunca llega, o porque al ser mínimos los topes de las sanciones punitivas, con los beneficios derivados de atenuantes o de subrogados penales terminan cumpliendo condenas irrisorias para que sin ningún tipo de rehabilitación o de resocialización vuelvan nuevamente al seno de la sociedad a continuar ejerciendo sus crueles conductas.

Varios intentos para endurecer la política criminal sobre estos delincuentes han venido teniendo eco en los últimos años, especialmente referidos al delito de las violaciones a los menores de edad.  Se empezó con el intento fallido de los “muros de la infamia” propuesto por la concejal de Bogotá Gilma Jimenez a través de un Acuerdo del Concejo, con el cual se comenzó a exponer en la capital a través de vallas, muros y carteles públicos a los diferentes violadores de menores, sin embargo la Corte Constitucional, mediante el fallo del magistrado Rodrigo Escobar Gil, declaró su inconstitucionalidad y desmonte por considerar que la publicación de las fotografías atentaba contra la dignidad, el buen nombre y la intimidad del autor de los delitos, además de constituir una “segunda victimización” del niño afectado por la violación, pues lo sometía a las dificultades provocadas por la confrontación permanente con la imagen de su agresor”.  La Corte condena los ataques contra los menores, pero advierte que la mayoría de casos ocurre en casa y que la identificación pública del violador “somete a la víctima a una indeseable presión social que puede resultar muy traumática”.

Seguidamente el grupo político “Por el país que queremos”  ha adelantado una convocatoria de referendo a nivel nacional para implantar por la vía constitucional  la cadena perpetua  para los psicópatas sexuales, para lo cual se requiere la recolección de dos millones de firmas.  Por medio de este referendo se pretende modificar el Artículo 34 de la Constitución que prohíbe las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación.  La norma quedaría así:"procederá hasta la pena de prisión perpetua para castigar los delitos de: homicidio doloso, violación y explotación sexual, maltrato severo y secuestro cometidos contra menores de 14 años y en menores de edad con discapacidad física y/o mental".

Después de un mes del lanzamiento de la campaña, fueron radicadas en la Registraduría Nacional más de 200 mil firmas recogidas por todo el país, con las que se inscribió el Comité Promotor que busca convocar el referendo.  Más de 300 municipios de diferentes regiones del país se involucraron en esta primera etapa y la meta es recoger tres millones de firmas antes de diciembre.  Sin embargo, en recientes declaraciones el Registrador Nacional, doctor Carlos Ariel Sánchez, informó a la opinión pública que la realización de este referendo cuesta $ 114 mil millones de pesos, que el Gobierno debe desembolsar en el momento en que se conozca la fecha para su ejecución.  Independiente de la eficacia de la modificación ya que debe pasar por la correspondiente revisión Constitucional y la Corte en su estudio entraría a analizar el cumplimiento de los principios de igualdad y proporcionalidad en materia de penas.

Teniendo en cuenta el panorama nacional expuesto, en cuento al aberrante delito del abuso sexual en niñas y niños, presento este proyecto de ley, que a través de la reforma de dos de los artículos del acápite general del Código Penal, pretende endurecer las penas para el infame delito del secuestro, no sólo perpetrado por los grupos armados y terroristas de la Nación, sino contra la eficaz  arma de la delincuencia común para consumir sus extorsiones.  A la vez, amplío la órbita del fortalecimiento de las penas para los delitos de acceso carnal violento, actos sexuales violentos, donde las víctimas no sean sólo los menores de edad, sino en general los adolescentes y adultos, ya que todas son conductas igualmente degradantes para los seres humanos y se salvaguarda el principio de igualdad en la proporcionalidad de las penas por conductas similares con sus diferentes agravantes.  

Considero que nuestra función de Congresistas precisamente está en presentar proyectos de ley viables, que sean herramientas efectivas y eficaces para encontrar soluciones ágiles y que le ahorren costos a la Nación, aún más en los momentos de crisis económica y fiscal. Teniendo en cuenta que el Gobierno presentó el pasado 2 de abril un proyecto  de ley  que establece penas de hasta 60 años para los agresores sexuales a menores de 14 años, y de esta forma endurece las penas de 13 artículos del Código Penal , quedando prácticamente condenados a cadena perpetua los agresores sexuales, de no concedérseles ningún tipo de beneficio, atenuante o subrogado penal.  

En este orden de ideas encuentro pertinente, conducente  y complementaria la presentación de la iniciativa que radico hoy ante el H. Senado de la República, en la que no solamente se impide el otorgamiento de beneficios de rebajas de penas modificando el artículo 61 del Código Penal, sino que a la vez se prohíben los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional, prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni  lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, y tampoco los beneficios por colaboración regulados por la ley, regulados en el artículo 68A del Código Penal .

Los tipos penales que excluyo de cualquier tipo de beneficio o de subrogado penal son los de Acceso Carnal Violento en persona protegida (art. 138 CP), Actos Sexuales Violentos en persona protegida (art. 139 CP), Desaparición Forzada (art. 165 CP), Secuestro Simple (art. 168CP), Secuestro Extorsivo (art. 169 CP),  Acceso Carnal Violento (art. 205 CP), Acto Sexual Violento (art. 206 CP), o Acceso Carnal o Acto Sexual en persona puesta en incapacidad (art. 207 CP), Acceso Carnal Abusivo con menor de 14 años (art. 208 CP), Actos Sexuales con menor de 14 años (art. 209 CP), Acceso Carnal o Acto Sexual Abusivo con incapaz de resistir (art. 210 CP.). 

Por lo anterior propongo en el artículo primero del proyecto de ley adicionar el PARAGRAFO al “ARTICULO 61. FUNDAMENTOS PARA LA INDIVIDUALIZACION DE LA PENA”, el cual reza de la siguiente forma;. “PARÁGRAFO.-
No se tendrán en cuenta las circunstancias atenuantes para efectos de beneficios en la individualización de la pena de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 165, 168, 169, 205, 206, 207, 208, 209 y 210 del Código Penal Colombiano.”, y el artículo segundo adiciona el inciso segundo al “artículo 68 A , EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS”, 

Quedando así:  “No se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, ni los beneficios por colaboración regulados por la ley, de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 165, 168, 169, 205, 206, 207, 208, 209 y 210 del Código Penal Colombiano.”

No podemos desfallecer en el propósito de buscar un castigo real para  este tipo de agresores sociales.  Según las últimas estadísticas, “en el caso del secuestro las Farc dejaron de ser los mayores secuestradores tomando la delantera la delincuencia común” Lorenzo Morales, editor de Semana.com, este mismo informe nos indica que “aunque el número de secuestros sigue siendo alto, las cifras muestran que ya no son las guerrillas las principales autoras de este delito.  Desde 2006, la delincuencia común secuestra más de 245 casos en 2007 que FARC Y ELN juntas (147 casos en 2007)”.  La directora de País Libre frente al mismo delito afirma: “la prueba es que la mayoría de los sindicados en las cárceles por este delito son miembros de bandas”.

Según Marian Moore, Coordinadora para Latinoamérica de Pax Cristi, “se ha desarrollado la práctica del secuestro en el país, el sector más afectado en Colombia en estos momentos es la clase media baja, ya no es la élite.  El grupo de secuestradores más importante en este momento ya no son los grupos armados ilegales, sino la criminalidad que práctica la extorsión lo cual es muy alarmante”.
Todo esto indica que no debemos ignorar que el surgimiento de bandas emergentes en razón a la gran cantidad de desmovilizados reincidentes originan el resurgimiento organizado de secuestradores.  Esto ha generado un nuevo fenómeno criminal que empieza a sentirse a lo largo y ancho del país, y lo peor, es que es mano de obra entrenada para vivir del dinero fácil y sin ningún tipo de escrúpulos una vez que se acogieron a las políticas de desmovilización que ha concedido el gobierno en su política de paz.  Por lo mismo, se hace necesario, iniciar desde este momento que se empieza a detectar estas conductas criminales organizadas el endurecimiento en materia penal que viene a contrarrestar el alo de impunidad que han dejado las desmovilizaciones de los grupos al margen de la ley.

Las estadísticas de Fondelibertad, fondo adscrito al Ministerio de Defensa Nacional y la Secretaría del Consejo Nacional Antisecuestro y Extorsión, presentan el siguiente panorama:  de las 393 denuncias presentadas entre enero y septiembre del año 2008 corresponden a secuestro simple y 185, el 47% a secuestro extorsivo.

Las siguientes son las estadísticas publicadas en la página de la Fundación País Libre, sobre el delito del secuestro: (Anexo en archivo adjunto al disquete, con  el nombre del archivo:  país libre, en versión PDF)
Ahora bien, en cuento los atroces delitos de abuso sexual, un reciente reporte del Instituto Colombiano de Medicina Legal comprueba que las víctimas de abusos sexuales cada día se disponen más a señalar ante las autoridades a los violadores y abusadores de niños y niñas. “Mientras el primer trimestre de 2007 se efectuaron en el país 4.444 dictámenes sexológicos por orden de autoridades judiciales, en el mismo periodo del presente año hubo 10.223 revisiones, que demuestra un significativo aumento de las denuncias de los ciudadanos.”  Diario El Espectador, 14 de abril de 2009.

Se aplaude el hecho de que aumenten la denuncias y se abandone el miedo a acudir a las instancias judiciales, pero de otro lado, debe haber una concientización de que el problema toma unos límites desbordantes. Un ejemplo de ello, son las escandalosas cifras que reveló recientemente la Secretaría Distrital de Planeación sobre el abuso sexual contra mujeres en la capital del país, donde tan sólo en los primeros tres meses de este año fueron denunciados 1.639 casos.  Es decir, 18 mujeres diariamente son víctimas de ese delito en Bogotá.

La Directora de la Asociación Afecto, Isabel Cuadros, frente al caso declaró lo siguiente:  “La verdad es que si uno se quita las gafas rosadas con las que solemos ver la violencia intrafamiliar, estamos hablando de más de 120 mil mujeres víctimas de violación, según la encuesta de demografía hecha por Profamilia y el Bienestar Familiar…no todos los casos llegan a Medicina Legal”.

Pasando al panorama del conflicto armado la situación es caótica, la Fiscalía General investiga 183 casos de acuso sexual en los que los paramilitares, guerrilleros y militares figuran como implicados, los caos se presentaron entre 1993 y el 2008 en 88 poblaciones de 26 de los 32 departamentos.  De igual forma, miembros de las FARC son investigados por fomentar la esclavitud sexual y la prostitución.

Por su parte el Instituto Colombiano de Medicina Legal y Ciencias Forenses registró que a nivel nacional en el 2008 se dictaminaron 337 casos de abuso sexual a menores de edad en establecimientos educativos, de los cuales en 99 casos no se estableció quien cometió el delito, en 91 el agresor era un conocido de la familia y en 73 sería un profesor; en 283 casos el niño fue sometido bajo el uso de violencia y en 24 con consentimiento de la víctima.   Por su parte la Procuraduría General investiga 542 casos en los que están siendo investigados profesores por los delitos de abuso sexual y maltrato a sus alumnos.

Con ocasión del presente proyecto solicité al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forences los índices estadísticos de las diferentes conductas debidamente discriminadas, para lo cual los doctores Raúl Insuasty Mora y la doctora Luz Janeth Forero en forma expedita y diligente me remitieron un claro y completo informe del cual me permito citar los siguientes apartes:
“Con el animo de establecer aclarar términos, para nosotros, la violencia sexual incluye, entre otras; el abuso sexual, el cual se define “desde un punto de vista médico social (no jurídico) como el contacto o interacción entre un menor y un adulto; en el que el menor de edad es utilizado para la satisfacción sexual del adulto o de terceros, desconociéndose su nivel de desarrollo psicosexual.” 

Por otra parte el asalto sexual, se entiende como una modalidad específica de agresión caracterizada por actos de violencia física y/o psicológica ejercidos por un actor conocido o desconocido (perpetrador) sobre una víctima de cualquier edad o sexo, por el cual persigue un propósito sexual definido. Este delito puede o no estar acompañado de otros como robo o secuestro; en el caso de homicidio, se denomina “homicidio asociado a delito sexual”. 

A continuación presento a ustedes las cifras debidamente discrimadas por el Instituto de Medicina Legal de los diferentes delitos de abuso sexual desde el año 2007 hasta lo que lleva el 2008. 

	2007 
	Dictámenes sexológicos por edad y sexo Colombia 

	
	Edad 
	Mujeres 
	hombres 
	total 

	
	0-4 
	1.922
	491
	2.413 

	
	5-9' 
	3.570
	1.181
	4.751 

	
	10-14' 
	5.315
	802
	6.117 

	
	15-17 
	1.883
	189
	2.072 

	
	18-19 
	585
	43
	628 

	
	20-24 
	807
	58
	865 

	
	25-29 
	430
	38
	468 

	
	30-34 
	200
	17
	217 

	
	35-39 
	135
	12
	147 

	
	40-44 
	94
	8
	102 

	
	45-49 
	47
	7
	54 

	
	50-54 
	23
	4
	27 

	
	55-59 
	11
	3
	14 

	
	60-64 
	5
	2
	7 

	
	65-69 
	6
	2
	8 

	
	70-74 
	4
	2
	6 

	
	75-79 
	7
	1
	8 

	
	80 y más 
	9
	0
	9 

	Total 
	15.053
	2.860
	17.913 


	2008 
	Dictámenes sexológicos por edad y sexo Colombia 

	
	Edad 
	mujeres 
	hombres 
	TOTAL 

	
	0-4 
	1.945
	526
	2.471 

	
	5-9' 
	3.784
	1.241
	5.025 

	
	10-14' 
	5.608
	846
	6.454 

	
	15-17 
	1.990
	180
	2.170 

	
	18 -19 
	614
	45
	659 

	
	20-24' 
	856
	60
	916 

	
	25-29 
	497
	32
	529 

	
	30-34 
	244
	14
	258 

	
	35-39 
	141
	10
	151 

	
	40-44 
	104
	7
	111 

	
	45-49 
	41
	6
	47 

	
	50-54 
	22
	5
	27 

	
	55-59 
	14
	6
	20 

	
	60-64 
	6
	1
	7 

	
	65-69 
	8
	3
	11 

	
	70-74 
	9
	2
	11 

	
	75-79 
	2
	0
	2 

	
	mas de 80 
	9
	1
	10 

	Total 
	15.894
	2.985
	18.879 


	01 de enero a marzo 06 de 2009 
	Dictámenes sexológicos por edad y sexo Colombia 

	
	Edad 
	mujeres 
	hombres 
	TOTAL 

	
	0-4 
	221
	66
	287 

	
	5-9' 
	475
	166
	641 

	
	10-14' 
	707
	103
	810 

	
	15-17 
	229
	27
	256 

	
	18 -19 
	92
	6
	98 

	
	20-24' 
	102
	7
	109 

	
	25-29 
	67
	4
	71 

	
	30-34 
	26
	0
	26 

	
	35-39 
	20
	3
	23 

	
	40-44 
	14
	4
	18 

	
	45-49 
	9
	1
	10 

	
	50-54 
	10
	2
	12 

	
	55-59 
	0
	1
	1 

	
	60-64 
	0
	0
	0 

	
	65-69 
	0
	0
	0 

	
	70-74 
	2
	0
	2 

	
	75-79 
	1
	1
	2 

	
	mas de 80 
	2
	1
	3 

	Total 
	1.977
	392
	2.369 


Esperando que el proyecto que presento ante el Senado sea analizado bajo los principios de oportunidad, eficacia, economía y celeridad, para así agilizar las medidas que urgen y que permiten modificar o adicionar el ordenamiento jurídico existente,

CAMILO SÁNCHEZ ORTEGA
SENADOR DE LA REPÚBLICA
